
ARTICULO 41. El numeral 5 del artículo 337 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero,
quedará así:

5. Contribuciones. El Superintendente Bancario exigirá a las entidades vigiladas contribuciones,
las cuales consistirán en una tarifa que se aplicará sobre el monto total de los activos, incluidos
los ajustes integrales por inflación, que registre la entidad vigilada a 30 de junio y 31 de
diciembre del año inmediatamente anterior.

a) Causación: La contribución impuesta a las entidades vigiladas a que se refiere el presente
artículo se causará el primer día calendario de los meses de enero y julio de cada año;

b) Cálculo: La contribución se liquidará conforme a las siguientes reglas:

1. Se determinará el monto total del presupuesto de funcionamiento e inversión que demande la
Superintendencia en el período anual respectivo.

2. El total de las contribuciones corresponderá al monto del presupuesto de funcionamiento e
inversión de la Superintendencia deducidos los excedentes de la vigencia anterior;

c) Pago: La Superintendencia el 1o. de marzo y el 1o. de agosto de cada año, o antes, exigirá la
contribución mencionada.

PARAGRAFO 1o. Cuando una sociedad no suministre oportunamente los balances a 30 de junio
y 31 de diciembre del año inmediatamente anterior, la Superintendencia, teniendo en cuenta el
total de activos que figure en el último balance que repose en los archivos de la entidad, hará la
correspondiente liquidación, sin perjuicio de ajustarla si es mayor y en este caso el cobro de los
intereses de mora será el que trata el parágrafo 3o. del presente artículo.

PARAGRAFO 2o. La contribución de las entidades constituidas en el semestre inmediatamente
anterior a aquel en el cual se causa se calculará teniendo como base el valor del capital suscrito al
momento de su constitución.

PARAGRAFO 3o. Los recursos por concepto de contribuciones que no se cancelen en los plazos
fijados por la Superintendencia, causarán los mismos intereses de mora aplicables al impuesto de
renta y complementarios.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por
ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de violación.

ARTICULO 42. Adiciónase con los siguientes numerales el artículo 337 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero:

10. El patrimonio de la Superintendencia Bancaria está constituido por:

a) Los bienes inmuebles que actualmente administra en virtud de lo establecido por el Decreto
1166 de 1993 y los bienes muebles de que es propietaria a la vigencia de la presente ley, y



b) Los bienes que como persona jurídica adquiera a cualquier título y por los ingresos que reciba
de conformidad con las leyes vigentes.

11. Manejo y destinación de los ingresos. Con sujeción a lo dispuesto en el Estatuto Orgánico del
Presupuesto General de la Nación, los ingresos se manejarán en una cuenta denominada "Fondo
Superintendencia Bancaria" y el recaudo, administración y ejecución de los mismos se efectuará
directamente y con total autonomía por la Superintendencia Bancaria, quien deberá destinarlos
exclusivamente para atender los gastos de funcionamiento e inversión que se requieran para el
cumplimiento de los objetivos y funciones señalados en el Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero.

El manejo de los recursos presupuestales de la Superintendencia Bancaria se sujetará a lo
establecido para los establecimientos públicos en las normas orgánicas del Presupuesto General
de la Nación.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por
ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de violación.

ARTICULO 43. De conformidad con el numeral 16 del artículo 189 de la Constitución
Política, el Gobierno Nacional modificará la estructura y administración de la Superintendencia
Bancaria con el propósito de efectuar las adecuaciones que resulten necesarias para cumplir las
nuevas funciones que le señala la presente ley, con sujeción a los principios constitucionales que
rigen la función administrativa.

ARTICULO 44. Adiciónase el literal c) del numeral 5, del artículo 326 del Estatuto Orgánico
del Sistema Financiero con el siguiente párrafo:

- Ordenar la adopción de un plan de recuperación.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por
ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de violación.

ARTICULO 45. Adiciónase el artículo 326 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero con
el siguiente numeral:

8. Con el fin de asegurar que la supervisión pueda desarrollarse de manera consolidada, la
Superintendencia Bancaria promoverá mecanismos de intercambio de información con
organismos de supervisión de otros países en los cuales entidades financieras colombianas
desarrollen operaciones o tengan filiales, o en los cuales estén domiciliadas entidades financieras
matrices de entidades financieras colombianas. Cuando la información que se suministre tenga



carácter confidencial, la Superintendencia Bancaria podrá entregarla con el compromiso de que
la misma sea conservada por la autoridad de supervisión con tal carácter. Igualmente, la
Superintendencia Bancaria podrá permitir que en las visitas o inspecciones que realice a sus
vigiladas participen agentes de organismos de supervisión de otros países en los cuales tengan su
sede entidades vinculadas a entidades sujetas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia
Bancaria, siempre y cuando se reconozca a esta entidad esa misma posibilidad.

Notas del Editor

Debe entenderse adicionado el numeral 8o. >sic> pues el numeral 8o. ya habia sido
adicionado por el Decreto 28 de 1999.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por
ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de violación.

ARTICULO 46. El numeral 2 del artículo 84, quedará así:

2. Reducción del capital. La Superintendencia Bancaria podrá reducir el capital de los
establecimientos bancarios, corporaciones financieras, corporaciones de ahorro y vivienda,
compañías de financiamiento comercial y sociedades de servicios financieros por el valor
necesario, cuando la entidad se encuentre en alguna de las causales a que se refieren los artículos
113 y 114 de este Estatuto, y con motivo de pérdidas se reduzca su patrimonio neto por debajo
del valor del capital pagado, sin que esta reducción afecte el límite del capital establecido en la
ley, salvo que existan compromisos de capitalización que permitan cumplir dicho mínimo. Para
dicha reducción no se requerirá consentimiento de los acreedores ni autorización de ninguna otra
autoridad.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por
ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de violación.

ARTICULO 47. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, las entidades sujetas al
control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria deberán exigir a las entidades y organismos
del sector público que presenten solicitudes de créditos, los estados financieros, presupuestos,
notas explicativas y demás información pertinente que permita acreditar su capacidad de pago, en
los plazos y condiciones del crédito solicitado, de conformidad con las disposiciones legales que
les rigen.

ARTICULO 48. Anualmente y de conformidad con las instrucciones de la Superintendencia
Bancaria, las instituciones financieras y entidades aseguradoras deberán remitir las proyecciones
correspondientes a su actividad, con el objeto de que se conozca la participación y



posicionamiento de las mismas en el sistema.

ARTICULO 49. <Artículo derogado por el Artículo 54 del Decreto 775 de 2005.>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el Artículo 54 del Decreto 775 de 2005, publicado en el Diario
Oficial No. 45.855 de 19 de marzo de 2005.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 510 de 1999:

ARTÍCULO 49. Los empleos de la Superintendencia Bancaria tendrán un sistema específico
de carrera que se sujetará a las siguientes reglas, de conformidad con los reglamentos que
para el efecto expida el Gobierno Nacional:

a) Los procesos de selección para el ingreso al servicio en cargos de carrera, se harán
mediante concurso de méritos con base en la trayectoria académica, la experiencia en el
sector y los conocimientos específicos de los aspirantes;

b) La promoción dentro de la carrera se efectuará sobre la base de la calificación de los
servicios y el logro de los objetivos previamente concertados entre la administración y sus
empleados.

ARTICULO 50. CLASIFICACION DE LOS EMPLEOS EN LA SUPERINTENDENCIA
BANCARIA. <Artículo derogado por el Artículo 54 del Decreto 775 de 2005.>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el Artículo 54 del Decreto 775 de 2005, publicado en el Diario
Oficial No. 45.855 de 19 de marzo de 2005.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 510 de 1999:

ARTÍCULO 50. Son de libre nombramiento y remoción los siguientes empleos de la
Superintendencia Bancaria:

1. Los del nivel directivo.

2. Los de cualquier nivel jerárquico cuyo ejercicio implique confianza y que estén al servicio
directo e inmediato del Superintendente Bancario.

3. Los del nivel asesor que estén al servicio directo e inmediato de los Superintendentes
Delegados, en cuanto su ejercicio implica un grado considerable de confianza.

4. Los jefes de división.

5. Los empleos cuyo ejercicio implique la administración y manejo directo de bienes, dineros
y/o valores del Estado.



Los demás empleos de la planta de personal de la Superintendencia Bancaria pertenecerán a
la carrera administrativa especial.

ARTICULO 51. <Artículo INEXEQUIBLE>

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
1641-00 del 29 de noviembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Alejandro Martínez
Caballero.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 510 de 1999:

ARTÍCULO 51. El artículo 146 de la Ley 446 de 1998, quedará así:

Artículo 146. Atribución excepcional de competencia a la Superintendencia Bancaria. En
aplicación del artículo 116 de la Constitución Política, los clientes de las entidades vigiladas
por la Superintendencia Bancaria podrán a su elección someter a conocimiento de esa
autoridad, los asuntos contenciosos que se susciten entre ellos y las instituciones financieras y
entidades aseguradoras sobre las materias a que se refiere el presente artículo para que sean
fallados en derecho, con carácter definitivo y con las facultades propias de un juez.

En desarrollo de la facultad jurisdiccional atribuida por esta ley, la Superintendencia Bancaria
podrá conocer de las controversias que surjan entre los clientes y las entidades vigiladas
relacionadas exclusivamente con la ejecución y el cumplimiento de las obligaciones
contractuales que asuman con ocasión del ejercicio de la actividad financiera, aseguradora o
previsional.

Sin perjuicio de lo anterior, sólo podrán someterse a dicha competencia jurisdiccional los
asuntos sin cuantía determinable y aquellos cuyo valor no exceda de cincuenta (50) salarios
mínimos legales vigentes mensuales.

Con todo, la Superintendencia Bancaria no podrá conocer de ningún asunto que por virtud de
las disposiciones legales vigentes deba ser sometido al proceso de carácter ejecutivo.
Tampoco podrán ser sometidas a su competencia acciones de carácter penal, sin perjuicio de
la obligación de informar y dar traslado a la jurisdicción competente de eventuales hechos
punibles de los cuales tenga conocimiento, en cuyo caso el trámite ante la Superintendencia
quedará sujeto a prejudicialidad.

PARAGRAFO. La anterior atribución de funciones jurisdiccionales comenzará a regir seis
(6) meses después de la entrada en vigencia de la presente ley. Para tal efecto, el Gobierno
Nacional tendrá la facultad de incorporar al Estatuto Orgánico del Sistema Financiero las
disposiciones previstas en esta ley relativas a la Superintendencia Bancaria y podrá modificar
la estructura y funciones de la misma, con el exclusivo propósito de efectuar las adecuaciones
necesarias para darle eficaz cumplimiento. Así mismo, la Superintendencia Bancaria podrá
instruir sobre la manera como deben cumplirse las disposiciones que regulan esta facultad,
para lo cual deberá establecer un procedimiento sencillo y claro de acceso a su competencia.



ARTICULO 52. El artículo 148 de la Ley 446 de 1998, quedará así:

Artículo 148. procedimiento. El procedimiento que utilizarán las Superintendencias en el trámite
de los asuntos de que trata esta parte será el previsto en la Parte Primera, Libro I, Título I del
Código Contencioso Administrativo, en especial el correspondiente al ejercicio del derecho de
petición en interés particular y las disposiciones contenidas en el capítulo VIII. Para lo no
previsto en este procedimiento, se aplicarán las disposiciones del Proceso Verbal Sumario
consagradas en el procedimiento civil.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso 1. declarado EXEQUIBLE, por el cargo estudiado, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-274-03 de 1 de abril de 2003, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán
Sierra.

Las Superintendencias deberán proferir la decisión definitiva dentro del término de los treinta
(30) días hábiles siguientes a la fecha en que se reciba la petición de manera completa. No
obstante, en todo el trámite del proceso las notificaciones, la práctica de pruebas y los recursos
interpuestos interrumpirán el término establecido para decidir en forma definitiva.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso 2. declarado EXEQUIBLE, por el cargo estudiado, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-274-03 de 1 de abril de 2003, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán
Sierra.

<Inciso 3o. CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE> Los actos que dicten las Superintendencias
en uso de sus facultades jurisdiccionales no tendrán acción o recurso alguno ante las autoridades
judiciales. Sin embargo, la decisión por la cual las entidades se declaren incompetentes y la del
fallo definitivo, serán apelables ante las mismas.

Notas del Editor

- En relación con el inciso 3o. modificado por el artículo 52 de la Ley 510 de 1999, en
criterio del editor debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el inciso 1o. del parágrafo 1o. del
artículo 6 de la Ley 1116 de 2006, 'por la cual se establece el Régimen de Insolvencia
Empresarial en la República de Colombia y se dictan otras disposiciones', publicada en el
Diario Oficial No. 46.494 de 27 de diciembre de 2006, según el cual:

'ARTÍCULO 6. (...)

PARÁGRAFO 1. El proceso de insolvencia adelantado ante la Superintendencia de
Sociedades es de única instancia.

(...)'

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional:

- Inciso 3o. declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-415-02 de 28 de mayo de 2002, Magistrado Ponente Dr. Eduardo
Montealegre Lynett; 'bajo el entendido que la expresión 'ante las mismas' se refiere a las
autoridades judiciales en los términos señalados en la parte motiva de esta sentencia'

- Inciso 3o. declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-384-00 de 5 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa,  '... bajo el entendido de que no impide el ejercicio de la acción de tutela
contra las providencia adoptadas por las superintendencias en ejercicio de funciones
jurisdiccionales, ni las acciones contencioso administrativas en caso que dichos entes
actuaren excediendo sus competencias jurisdiccionales.

Las notificaciones personales que deban surtirse durante estos procesos, respecto de las entidades
vigiladas se realizarán depositando copia de la petición junto con sus anexos, en el casillero
asignado por la respectiva Superintendencia a cada una de ellas, si es del caso.

PARAGRAFO 1o. <Parágrafo INEXEQUIBLE>

Notas de vigencia

- Mediante el Artículo 1o. del Decreto 131 de 2001, publicado en el Diario Oficial No 44.303
de 24 de enero 2001, se corrigieron unos yerros en la versión original de la Ley 640 de 2001 -
publicada en el Diario Oficial No. 44.282 de 5 de enero de 2001- y se ordenó publicar
nuevamente el texto de la Ley.

- Parágrafo 1. modificado por el artículo 47 de la Ley 640 de 2001, publicada en el Diario
Oficial No. 44.303 de 24 de enero de 2001 y en el Diario Oficial No. 44.282 de 5 de enero de
2001.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- El artículo 47 de la Ley 640 de 2001, publicado en  el Diario Oficial No 44.282 de 5 de
enero de 2001, fue declarado INEXEQUIBLE a partir de su promulgación, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-500-01 de 15 de mayo de 2001, Magistrado Ponente
Dr. Alvaro Tafur Galvis.

La Corte Constitucional no se pronunció sobre la modificación introducida por el Decreto
131 de 2001, por falta de competencia.

- Parágrafo original declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-1641-00 del 29 de noviembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Alejandro
Martínez Caballero.

Legislación anterior



Texto modificado por la Ley 640 de 2001:

<Parágrafo INEXEQUIBLE> Los defensores del cliente de las instituciones financieras,
continuarán prestando sus servicios para la solución de los conflictos que se generen en las
relaciones bancarias y financieras de los clientes o usuarios y las entidades del sector
financiero.

Los defensores del cliente de las instituciones financieras también podrán actuar como
conciliadores en los términos y bajo las condiciones de la presente ley.

Texto original de la Ley 510 de 1999:

PARAGRAFO. <Parágrafo INEXEQUIBLE> Previo al sometimiento ante la
Superintendencia Bancaria de los asuntos que por virtud de la cláusula general de
competencia atribuida en la presente ley son susceptibles de ser conocidos por ella, el cliente
deberá presentar, cuando la hubiere, una reclamación directa ante el Defensor del Cliente o
figura análoga en la respectiva entidad vigilada. Con todo, cuando la entidad no haya
designado un Defensor o no mantenga una figura análoga, el cliente o usuario podrá acudir
directamente ante esa autoridad para que le sea resuelta la controversia.

No obstante, en aquellos eventos en que el cliente se encuentre inconforme con la decisión
adoptada por el Defensor del Cliente o figura análoga, podrá someter a la competencia de la
Superintendencia Bancaria la definición de dicha controversia.

De igual forma, la Superintendencia Bancaria podrá resolver las controversias en los eventos
en que la reclamación ante el Defensor del Cliente o figura análoga no haya sido resuelta en
el tiempo asignado en el propio reglamento interno para proferir respuesta definitiva o
cuando haya sido formalmente denegada la admisión de la petición.

En estos eventos, a la petición deberá adjuntarse copia de la decisión y señalar las razones de
inconformidad con la misma, la prueba de que la controversia no ha sido resuelta dentro del
término señalado en el reglamento interno o la copia del documento mediante el cual el
Defensor del Cliente o figura análoga inadmite la petición.

PARAGRAFO 2o. Para acudir ante la Superintendencia de Valores, los accionistas minoritarios
a que se refiere el artículo 141 de la presente ley deberán probar dentro de los dos (2) meses
siguientes a la fecha de la reunión de la asamblea general de accionistas en la cual se tomaron las
decisiones que no están dirigidas al desarrollo y protección del interés social, que previamente se
informó de tales hechos a la junta directiva y al representante legal y que han transcurrido treinta
(30) días desde que se informó a los administradores y éstos no han adelantado ninguna
actuación conducente a verificar las irregularidades denunciadas ni a corregirlas o
contrarrestarlas, cuando fuere el caso.

En los casos en que las decisiones o actuaciones sean de la junta directiva o de los representantes
legales, el trámite previo al que se refiere el presente parágrafo, deberá surtirse ante la asamblea
general de accionistas y los dos (2) meses a que se refiere el inciso anterior se contarán desde la
fecha de la reunión de la junta directiva o desde la fecha de la actuación del representante, según
fuere el caso.

Para establecer el cumplimiento del trámite previsto en el presente parágrafo, se analizarán las



actuaciones que el órgano respectivo pueda realizar, de acuerdo con su competencia legal y
estatutaria.

PARAGRAFO 3o. En firme la decisión de la Superintendencia de Industria y Comercio respecto
de las conductas constitutivas de competencia desleal, el afectado contará con quince (15) días
hábiles para solicitar la liquidación de los perjuicios correspondientes, lo cual se resolverá como
un trámite incidental según lo previsto en el Código de Procedimiento Civil.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Mediante Sentencia C-501-01 de 15 de mayo, Magistrado Ponente Dr. Jaime Córdoba
Triviño, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el parágrafo 3o. 'por
haber operado el fenómeno de la caducidad de la acción pública de inconstitucionalidad'. El
numeral 2o. del fallo declara a su vez EXEQUIBLE el parágrafo 3o. de este artículo.

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1641-
00 del 29 de noviembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Alejandro Martínez Caballero,
únicamente por los cargos estudiados en esta sentencia, y con excepción del parágrafo
primero que se declara INEXEQUIBLE. Así mismo, se exceptúa el inciso tercero de ese
mismo artículo, que no fue analizado por ya haber sido declarado exequible por la sentencia
C-384-00 de 2000 y en consecuencia existir cosa juzgada.

CAPITULO XI.

DISPOSICIONES RELATIVAS AL MERCADO DE VALORES

ARTICULO 53. Las sociedades comisionistas que se constituyan a partir de la vigencia de la
presente ley y deseen realizar la totalidad de las operaciones permitidas por la ley, deberán
acreditar un capital suscrito y pagado equivalente, cuando menos, a la suma de las inversiones de
carácter obligatorio para ser miembro de alguna o algunas de las bolsas de valores del país,
adicionada en quinientos millones de pesos ($500.000.000) moneda legal.

Las nuevas sociedades comisionistas de bolsa que opten por realizar únicamente el contrato de
comisión para la compra y venta de valores y las actividades a que se refieren los literales c), d),
e), f), h) del artículo 7o. de la Ley 45 de 1990, además del corretaje de valores, deberán acreditar
un capital suscrito y pagado equivalente, cuando menos, a la suma de las inversiones de carácter
obligatorio para ser miembro de alguna o algunas de las bolsas de valores del país, adicionada en
doscientos cincuenta millones de pesos ($250.000.000) moneda legal.

Para permanecer en funcionamiento, las sociedades comisionistas de bolsa actualmente
constituidas deberán acreditar y mantener los montos absolutos de capital mínimo señalados en
los incisos precedentes, de acuerdo con las actividades por ellas realizadas. Para tal efecto se
tendrán en cuenta, además del capital pagado y una vez deducidas las pérdidas acumuladas y el
costo de las inversiones de carácter obligatorio, las siguientes cuentas:

a) Reserva legal;

b) Prima en colocación de acciones;



c) Revalorización del patrimonio;

d) Las utilidades no distribuidas correspondientes al último ejercicio contable, en una proporción
equivalente al porcentaje de las utilidades que, en la última distribución, hayan sido capitalizadas
o destinadas a incrementar la reserva legal, siempre que la entidad no registre pérdidas
acumuladas.

Las sociedades comisionistas de bolsa actualmente constituidas, que al momento de entrada en
vigencia de la presente ley registren defectos respecto de los requerimientos de capital señalados
en este artículo, deberán incrementar gradualmente su capital con el fin de ajustarse a tales
requerimientos en un término no superior a un (1) año. La Sala General de la Superintendencia
de Valores señalará los términos dentro de los cuales deben producirse dichos incrementos
graduales de capital.

Las sociedades comisionistas de bolsa que no acrediten en los plazos establecidos por la Sala
General de la Superintendencia de Valores los niveles de capital requeridos en la presente ley,
serán sancionadas por dicha Superintendencia con una multa equivalente al cinco por ciento
(5%) sobre el valor del defecto, la cual será impuesta por cada mes o fracción de mes de retardo
en el cumplimiento.

Aquellas sociedades comisionistas de bolsa actualmente constituidas que no acrediten la
totalidad del capital requerido dentro del plazo establecido en el presente artículo, deberán
fusionarse o liquidarse. Cuando se opte por la fusión, las sociedades comisionistas deberán
remitir a la Superintendencia de Valores, dentro del plazo antes señalado, copia del compromiso
de fusión debidamente aprobado por el máximo órgano social de cada una de las compañías
involucradas, el cual deberá contener la información prevista en las normas correspondientes. En
todo caso, la fusión deberá quedar formalizada a más tardar dentro de los seis (6) meses
siguientes a la fecha de la mencionada remisión.

No obstante lo anterior, cuando una sociedad comisionista de bolsa que actualmente posea el
capital mínimo exigido por el Decreto 1699 de 1993 para la realización de todas las operaciones
autorizadas por la ley, no acredite el monto mínimo de capital que para tal efecto prevé el inciso
primero del presente artículo, podrá optar por realizar únicamente las operaciones indicadas en el
inciso segundo del mismo y acreditar y mantener el monto de capital allí señalado. Tal
circunstancia deberá ser informada a la Superintendencia de Valores, entidad que impartirá,
mediante normas de carácter general, las instrucciones para el correspondiente desmonte de las
operaciones a que se refieren los literales a), b) y g) del artículo 7o. de la Ley 45 de 1990.

PARAGRAFO 1o. Los montos señalados en este artículo se ajustarán anualmente en forma
automática en el mismo sentido y porcentaje en que varíe el índice de precios al consumidor que
suministre el DANE, aproximado al número entero siguiente expresado en millones de pesos. El
primer ajuste se realizará el 1o.  de enero del 2000, tomando como base la variación en el índice
de precios al consumidor durante 1998 con el fin de mantener actualizadas, a valores constantes
de 1998, las cifras absolutas mencionadas en el presente artículo.

PARAGRAFO 2o. Para efecto de lo dispuesto en el presente artículo, se entiende por inversiones
de carácter obligatorio aquellas que, de conformidad con los reglamentos de las bolsas de valores
del país, resulten necesarias para actuar en las mismas, excepto las destinadas a los fondos de
garantías de las bolsas.



ARTICULO 54. Modifícase el literal a) del artículo 2o. de la Ley 27 de 1990 y adiciónase un
inciso al literal c) del artículo 2o. de la misma, los cuales quedarán así:

a) Podrá ser accionista de las mismas cualquier persona natural o jurídica, salvo que las normas
que rigen a dicha persona no se lo permitan.

Cada una de las sociedades comisionistas miembros deberá poseer un número de acciones no
inferior al que establezca el reglamento de la bolsa y en todo caso no inferior al que poseen a la
fecha de entrada en vigencia de la presente ley.

En ningún caso un mismo beneficiario real podrá tener una participación superior al diez por
ciento (10%) del capital suscrito de una bolsa;

c) Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, las personas que sean elegidas en
representación de aquellos accionistas de la bolsa que no sean comisionistas se tomarán en
consideración como parte de los miembros externos a que se refiere el presente artículo. Lo
anterior sin perjuicio de que en todo caso entre los miembros externos existan representantes de
entidades emisoras de valores, inversionistas institucionales, y de gremios y entidades vinculadas
a la actividad bursátil.

ARTICULO 55. La letra b) del artículo 2o. de la Ley 27 de 1990, quedará así:

b) Las utilidades que obtenga en desarrollo de su objeto social, ya sean ordinarias o
extraordinarias, podrán ser repartidas a sus accionistas en dinero o en forma de acciones
liberadas de la misma bolsa, en las condiciones que determine la asamblea de accionistas.

ARTICULO 56. Elimínase el parágrafo del artículo 2o. de la Ley 27 de 1990 y adiciónase el
mismo artículo con los siguientes parágrafos:

PARAGRAFO 1o. Las bolsas de valores podrán adquirir sus propias acciones conforme a lo
previsto en el artículo 396 del Código de Comercio.

PARAGRAFO 2o. Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se aplicará la definición de
beneficiario real contenida en las normas que regulan el mercado público de valores.

PARAGRAFO 3o. La participación de una sociedad comisionista miembro de la bolsa en el
Consejo Directivo y en la cámara disciplinaria no podrá ser superior a un representante en cada
uno de dichos organismos.

ARTICULO 57. <Artículo derogado por el artículo 75 de la Ley 964 de 2005>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 75 de la Ley 964 de 2005, publicada en el Diario Oficial
No. 45.963 de 08 de julio de 2005.

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 510 DE 1999:

ARTÍCULO 57. Adiciónase el artículo 4o. de la Ley 35 de 1993 con los siguientes literales:

l) Fijar las normas con sujeción a las cuales podrá desarrollarse la negociación de futuros,
opciones y otros instrumentos derivados a través de las bolsas de valores, de las bolsas de
futuros y opciones, y de las bolsas de productos agropecuarios, estas últimas de acuerdo con
lo dispuesto en el artículo 55 de la Ley 101 de 1993;

m) Fijar las normas con sujeción a las cuales podrá desarrollarse la liquidación y
compensación de los contratos a que se refiere el literal anterior, actividades que sólo podrán
realizar las entidades constituidas para tal fin o las bolsas de futuros y opciones;

n) Establecer las disposiciones que regulen la actividad de las bolsas de futuros y opciones,
de los intermediarios que actúen en estas bolsas y de las sociedades que realicen la
liquidación y compensación de los contratos de futuros, opciones y otros instrumentos
derivados. Así mismo, expedir las disposiciones con arreglo a las cuales las sociedades
comisionistas de las bolsas de valores y los intermediarios de las bolsas de productos
agropecuarios podrán negociar futuros, opciones y otros instrumentos derivados en las
respectivas bolsas.

o) Fijar las disposiciones que regulen el mercado público de valores emitidos sobre
subyacentes agropecuarios o agroindustriales, los cuales serán transados en bolsas de bienes y
productos agropecuarios y agroindustriales y establecer las normas relativas a la constitución
y funcionamiento de tales bolsas. Así mismo, expedir las disposiciones con sujeción a las
cuales los miembros de dichas bolsas podrán realizar estas negociaciones.

ARTICULO 58. El Gobierno Nacional fijará los montos mínimos de capital que deben
acreditar, para constituirse y permanecer en funcionamiento, las bolsas de futuros y opciones, los
intermediarios que actúen en estas bolsas y las entidades cuyo objeto sea liquidar y compensar
contratos de futuros, opciones y otros instrumentos derivados. El Gobierno Nacional también
establecerá los montos mínimos de capital que deberán acreditar y mantener las bolsas de
productos agropecuarios a través de las cuales se negocien contratos de futuros y opciones en
desarrollo de la facultad prevista en el artículo 55 de la Ley 101 de 1993, los intermediarios de
esas bolsas que decidan negociar dichos contratos y las sociedades comisionistas miembros de
las bolsas de valores cuando quiera que a través de estas últimas se negocien futuros, opciones y
otros instrumentos derivados. Los montos de que trata este artículo sólo podrán ser modificados
por ley.

ARTICULO 59. Las instituciones financieras y las entidades aseguradoras podrán otorgar
garantías para respaldar operaciones con derivados, transferencias temporales de valores y
operaciones asimiladas, en las condiciones que determine el Gobierno Nacional.

ARTICULO 60. Sin perjuicio de las facultades que le otorgan la Ley 32 de 1979, la Ley 35 de
1993 y las demás normas complementarias, la Superintendencia de Valores ejercerá la inspección
y vigilancia sobre las bolsas de futuros y opciones; los intermediarios que actúen en estas bolsas,
siempre y cuando no estén sujetos a la inspección y vigilancia de otras superintendencias, y las
sociedades que realicen la compensación y liquidación de contratos de futuros, opciones y otros



instrumentos derivados, para lo cual tendrá las mismas facultades que le otorga la ley en relación
con las bolsas de valores y las sociedades comisionistas de bolsa.

PARAGRAFO. Sin perjuicio de las facultades de inspección, vigilancia y control otorgadas por
la ley a la Superintendencia de Sociedades sobre las bolsas de productos agropecuarios y las
sociedades comisionistas miembros de esas bolsas, cuando quiera que las mismas actúen en el
mercado de futuros y opciones, la Superintendencia de Valores velará por que su actividad en ese
mercado se ajuste a las normas que lo regulan. Lo mismo aplicará en el caso de la
Superintendencia Bancaria respecto de los intermediarios que actúen en las bolsas de futuros y
opciones y que estén sujetos a su inspección y vigilancia.  La actividad de la Superintendencia de
Valores no implicará un control subjetivo sobre las mencionadas sociedades.

ARTICULO 61. De acuerdo con su régimen legal las bolsas de valores, las bolsas de
productos agropecuarios, las sociedades comisionistas de bolsas de valores y los intermediarios
de las bolsas de productos agropecuarios, las sociedades comisionistas independientes de valores,
los establecimientos de crédito, las entidades aseguradoras y las sociedades fiduciarias podrán
participar en el capital de bolsas de futuros, opciones y otros instrumentos derivados y en el de
las sociedades que realicen la compensación y liquidación de estos contratos. El Gobierno
Nacional podrá autorizar a otros agentes del mercado para que participen en el capital de las
mencionadas entidades.

ARTICULO 62. El numeral 1 del artículo 76 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero,
quedará así:

1. Régimen aplicable a las sociedades de servicios financieros y comisionistas de bolsa. Los
administradores y representantes legales de las sociedades de servicios financieros y
comisionistas de bolsa no podrán ser administradores o empleados del establecimiento matriz.
Sin embargo, podrán formar parte de sus juntas directivas los directores de la matriz o sus
representantes legales, aun en aquellos eventos en que la matriz posea títulos inscritos en bolsa.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por
ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de violación.

ARTICULO 63. El literal b) del numeral 3 del artículo 119 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, quedará así:

b) No podrán consistir en operaciones activas de crédito, cuando se trate de sociedades
fiduciarias, comisionistas de bolsa y administradoras de fondos de pensiones y cesantías, salvo
cuando se trate del pago por el establecimiento bancario matriz de cheques girados por la filial
por valor superior al saldo de su cuenta corriente, siempre que el excedente corresponda al valor
de cheques consignados y aún no pagados por razón del canje, y su valor se cubra al día hábil
siguiente al del otorgamiento del descubierto, así como en aquellos casos análogos que el
Gobierno Nacional autorice, y



Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por
ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de violación.

ARTICULO 64. <Artículo derogado por el artículo 75 de la Ley 964 de 2005>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 75 de la Ley 964 de 2005, publicada en el Diario Oficial
No. 45.963 de 08 de julio de 2005.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 510 DE 1999:

ARTÍCULO 64. Las causales, procedencia de la medida y demás reglas previstas sobre toma
de posesión y programas de restablecimiento o adopción de medidas de recuperación
previstas en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero serán aplicables a la
Superintendencia de Valores y a sus entidades vigiladas, en lo que sean compatibles con su
naturaleza. Las funciones que esta ley otorga al Fondo de Garantías de Instituciones
Financieras podrán ser cumplidas por la Superintendencia de Valores respecto de sus
vigiladas, salvo en lo que se refiere al desarrollo de operaciones de apoyo que impliquen
desembolso de recursos.

También serán aplicables a las entidades vigiladas por la Superintendencia de Valores las
disposiciones de los artículos 81, 88 y 97, numerales 1 y 3, del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero.

ARTICULO 65. Los recursos necesarios para cubrir los gastos de funcionamiento e inversión
que requiera la Superintendencia de Valores provendrán de los siguientes conceptos:

1. <Numeral 1 modificado por el artículo 73 de la Ley 964 de 2005. El nuevo texto es el
siguiente:> Las contribuciones impuestas sobre quienes estén sujetos a la inspección, vigilancia o
control y los derechos por concepto de oferta pública de valores.

Notas de Vigencia

- Numeral 1 modificado por el artículo 73 de la Ley 964 de 2005, publicada en el Diario
Oficial No. 45.963 de 08 de julio de 2005.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 510 de 1999:

1. Derechos de inscripción y cuotas que deben pagar las personas inscritas en el Registro
Nacional de Valores e Intermediarios y los derechos por concepto de oferta pública en el país
y en el exterior.



2. Los recursos que obtenga por la venta de sus publicaciones, de pliegos de licitaciones o de
concursos de méritos y de fotocopias.

3. Los aportes, subvenciones o donaciones que reciba para el cumplimiento de sus fines.

4. Los recursos provenientes de los servicios que preste la entidad.

5. Los cánones que se perciban por concepto de arrendamiento de sus activos.

6. <Numeral 6 modificado por el artículo 73 de la Ley 964 de 2005. El nuevo texto es el
siguiente:> Los recursos originados en el acceso a sistemas de información diseñados en la
entidad o de su propiedad, así como en los derechos por licencias exclusivas y no exclusivas
sobre programas diseñados o desarrollados por la entidad.

Notas de Vigencia

- Numeral 6 modificado por el artículo 73 de la Ley 964 de 2005, publicada en el Diario
Oficial No. 45.963 de 08 de julio de 2005.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 510 de 1999:

6. Los recursos originados en la venta o arrendamiento de los sistemas de información y
programas de computación diseñados y desarrollados por la entidad.

7. Los recursos que se le transfieran del Presupuesto General de la Nación.

8. Los intereses, rendimientos y demás beneficios que reciba por el manejo de sus recursos, y

9. Los demás ingresos que le hayan sido o le sean reconocidos por las leyes.

ARTICULO 66. Los derechos de inscripción y cuotas que deben pagar las personas inscritas
en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios, así como los derechos por concepto de
ofertas públicas en el país y en el exterior, se destinarán a cubrir los programas previstos en el
numeral 2 del artículo 15 del Decreto-ley 831 de 1980, así como a financiar los demás gastos de
la Superintendencia de Valores que no sean cubiertos en su totalidad con otros recursos del
Presupuesto Nacional.

Los derechos y las cuotas a que se refiere el inciso anterior se calcularán cada año por el
Superintendente de Valores y se distribuirán equitativamente con base en el patrimonio de los
emisores de valores o en su defecto en su presupuesto anual; en el patrimonio de las entidades
sujetas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia; en el valor de las operaciones de
intermediación en el mercado público de valores para los intermediarios no vigilados por la
misma Superintendencia, y en el valor total de la oferta que se autorice en el país o en el exterior.

El Superintendente de Valores podrá establecer descuentos sobre los derechos de inscripción y
las cuotas, que estén destinados a promover la desconcentración de la propiedad accionaria, la
conformación del segundo mercado y la inscripción anticipada de valores.

La Resolución que expida el Superintendente de Valores fijando el pago anual del pago de las
cuotas, podrá señalar los topes mínimos y máximos de tarifas y no se someterá a la aprobación de



ninguna otra autoridad. La Superintendencia de Valores procederá a reliquidar las cuotas cuando
a la fecha de su determinación el respectivo obligado no hubiere cumplido con el deber de
actualizar la información financiera.

El Superintendente exigirá a las entidades mencionadas el pago de los derechos y las cuotas
previstas en los incisos anteriores, las cuales deberán ser depositadas en la cuenta de uso
exclusivo que para el recaudo de estos recursos autorice la Dirección General del Tesoro.

ARTICULO 67. En caso de incumplimiento de una operación en el mercado público de
valores, la respectiva Bolsa hará efectivas, conforme a las reglas que la rigen y siguiendo para el
efecto el procedimiento previsto en sus reglamentos, las garantías otorgadas. Lo dispuesto en este
artículo se aplicará igualmente cuando la entidad que otorgó la garantía sea objeto de un proceso
liquidatorio o concursal.

ARTICULO 68. Las Bolsas de Valores podrán organizar centros de arbitraje y conciliación
para dirimir las controversias que se presenten por causa o con ocasión de operaciones o
actividades en el mercado público de valores. Las Cámaras Disciplinarias de dichas bolsas
podrán recibir el encargo de designar árbitros o amigables componedores.

ARTICULO 69. De conformidad con el numeral 16 del artículo 189 de la Constitución
Política, el Gobierno Nacional modificará la estructura de la Superintendencia de Valores con el
único propósito de efectuar las adecuaciones que resulten indispensables para cumplir las nuevas
funciones que le señala la presente ley, con sujeción a los principios constitucionales que rigen la
función administrativa.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-384-00
de 5 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro Naranjo Mesa.

ARTICULO 70. <Artículo INEXEQUIBLE>

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-133-
09 de 25 de febrero de 2009, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 510 de 1999:

ARTÍCULO 70. A los poseedores de acciones inscritas en el Registro Nacional de Valores y
en una o más bolsas de valores del país que durante un término de veinte (20) años no hayan
ejercido ninguno de los derechos consagrados en la ley o en los estatutos sociales, la sociedad
podrá, previa aprobación de la asamblea de accionistas, readquirir sus acciones consignando
el precio que corresponda, de acuerdo con el valor patrimonial de la acción al último ejercicio
contable anterior a la readquisición, en una partida a disposición del o los accionistas.

ARTICULO 71. El artículo 8o. de la Ley 448 de 1998, quedará así:

En concordancia con las normas del Código de Comercio sobre la circulación de los títulos
valores, en los procesos penales en los que se investigue la comisión de hechos punibles
relacionados con títulos inscritos en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios, las
medidas previstas en el artículo 14 del Código de Procedimiento Penal sólo procederán contra los
autores o copartícipes del hecho punible o contra cualquier tenedor que no sea de buena fe exenta
de culpa.

ARTICULO 72. El literal a) del artículo 8o. de la Ley 9a. de 1991, quedará así:

a) Que se trate de entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria o la Superintendencia de
Valores.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia  C-065-02
 de 6 de febrero de 2002, Magistrado Ponente Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.

ARTICULO 73. Adiciónase el artículo 3o. del Decreto 2969 de 1960, con el siguiente
numeral:

8. Organizar y fomentar la negociación de divisas por parte de sus miembros.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia  C-065-02
 de 6 de febrero de 2002, Magistrado Ponente Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.

ARTICULO 74. Adiciónase el artículo 7o. de la Ley 45 de 1990, con el siguiente texto:

PARAGRAFO 4o. En adición a las actividades señaladas, las sociedades comisionistas de bolsa
podrán actuar como intermediarios del mercado cambiario en las condiciones que determine la
Junta Directiva del Banco de la República y las demás normas pertinentes.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia  C-065-02
 de 6 de febrero de 2002, Magistrado Ponente Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.

ARTICULO 75. A partir de la vigencia de la presente ley, corresponderá a la
Superintendencia de Valores ejercer la inspección y vigilancia de los fondos mutuos de inversión
que, al 31 de diciembre de cada año, registren activos iguales o superiores a 4.000 salarios
mínimos mensuales legales vigentes a la fecha del respectivo corte. En tal virtud, la
Superintendencia de Valores tendrá las mismas facultades que posee respecto de las demás
entidades sujetas a su inspección y vigilancia permanente.

Los fondos mutuos de inversión que no cumplan la exigencia mencionada, quedarán sometidos
al control de la Superintendencia de Valores, en los términos que al efecto establezca dicha
entidad.

ARTICULO 76. El inciso primero del artículo 8o. del Decreto 2016 de 1992, modificado por
el artículo 25 del Decreto 2179 del mismo año, quedará así:

Endeudamiento de sociedades comisionistas y sociedades calificadoras. Las sociedades
comisionistas y sociedades calificadoras de valores sólo podrán adquirir pasivos
correspondientes a créditos otorgados por sus accionistas, entidades sometidas a la inspección y
vigilancia de la Superintendencia Bancaria, compras a plazo y bonos convertibles en acciones.

Podrán utilizarse modalidades diferentes de endeudamiento con la previa autorización de la
Superintendencia de Valores, la cual podrá ser previa y general, cuando tengan por objeto atender
requerimientos de liquidez y solvencia.

ARTICULO 77. Modifícase el inciso segundo del artículo 15 de la Ley 35 de 1995 <sic>, el
cual quedará así:

Titularización. Las Superintendencias Bancaria y de Valores, según corresponda, vigilarán dentro
de sus competencias legales los procesos de titularización que ejecuten las entidades sometidas a
su control.

La cesión de garantías que amparen créditos otorgados o adquiridos por instituciones financieras
y por entidades aseguradoras se entenderá perfeccionada con la transferencia del título
representativo de la obligación correspondiente, en el caso de que dicha cesión tenga lugar dentro
de un proceso de titularización o se efectúe entre establecimientos de crédito o en favor de una
sociedad titularizadora. Las cesiones que en desarrollo de esta disposición se realicen no
producirán efectos de novación. El Gobierno Nacional determinará la forma en que deberá
hacerse constar la cesión y los demás requisitos que habrán de cumplirse en relación con la
misma por parte de las instituciones financieras que intervengan en las respectivas operaciones.

La Superintendencia Bancaria estará facultada para disponer las medidas que sean indispensables
para restringir las operaciones de titularización cuando las mismas puedan poner en peligro la
solvencia de la institución o su estabilidad financiera, por estarse celebrando en condiciones que
a su juicio no sean acordes con las del mercado, o porque impliquen la asunción de riesgos o
responsabilidades que se califiquen como excesivos.



CAPITULO XII.

REFORMAS AL REGIMEN DEL BANCO CAFETERO

ARTICULO 78. El artículo 264 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, quedará así:

Artículo 264. organizacion.

1. Naturaleza jurídica. Transfórmase el Banco Cafetero, empresa industrial y comercial del
Estado, creada por el Decreto 2314 de 1953, en sociedad de economía mixta del orden nacional
vinculada al Ministerio de Agricultura.

PARAGRAFO. Cuando la participación del Fondo Nacional del Café en el capital del Banco
Cafetero sea inferior al cincuenta por ciento (50%), la entidad dejará de estar vinculada al
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.

2. Objeto. El Banco Cafetero podrá realizar todas las operaciones propias de los establecimientos
bancarios de carácter comercial. Mientras la participación del Fondo Nacional del Café en el
capital del Banco Cafetero sea inferior al veinticinco por ciento (25%), en el objeto principal del
mismo estará el financiamiento de la producción, transporte, acopio, almacenamiento y
comercialización del café y otros productos agrícolas.

3. Régimen legal. En desarrollo de lo dispuesto en el numeral 1 del presente artículo, el Banco
Cafetero es una sociedad anónima sometida a las reglas del derecho privado y a la jurisdicción
ordinaria.

4. Domicilio. El domicilio de la sociedad será la ciudad de Santa Fe de Bogotá, Distrito Capital,
pero podrá tener sucursales y agencias en todo el territorio nacional. Dando cumplimiento a las
disposiciones previstas para la inversión del sector financiero en el exterior, podrá invertir en
instituciones financieras fuera del país. La Asamblea General de Accionistas podrá modificar el
domicilio principal cuando lo estime conveniente.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por
ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de violación.

CAPITULO XIII.

FINANCIACION DE VIVIENDA A LARGO PLAZO

ARTICULO 79. Facúltase al Gobierno Nacional por el término de hasta seis (6) meses
contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley para regular el sistema especializado
de financiación de vivienda de largo plazo ligado al índice de precios al consumidor.

Como complemento de tal sistema, podrá regular las titularizaciones y mutuos hipotecarios
ligados al índice de precios al consumidor. Para tal efecto, el Gobierno podrá adoptar incentivos



y criterios de rentabilidad de largo plazo de las inversiones que resulten de dichas operaciones.

Los sistemas de amortización que utilicen los establecimientos de crédito para la financiación de
vivienda deberán consultar la capacidad de pago de los deudores para efectos de determinar los
incrementos en los saldos de la deuda, en las cuotas mensuales o en los plazos.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- La Corte Constitucional mediante Sentencia C-384-00 de 5 de abril de 2000, Magistrado
Ponente Dr. Vladimiro Naranjo Mesa, se 'INHIBE de hacer un pronunciamiento de fondo'
respecto de este artículo por carencia actual de objeto. Señala la Corte en su parte motiva: '...
En efecto, la Ley 510 de 1999, de la cual forma parte la disposición en comento, de
conformidad con lo dispuesto en su artículo 123, rigió a partir de su publicación en el Diario
Oficial número No 43.654 del 4 de agosto de 1999. Por consiguiente, el plazo de seis meses
que el artículo 79 concedió al Gobierno Nacional para ejercer las facultades extraordinarias
otorgadas, expiró el día 6 de febrero del año en curso, sin que se hubiera hecho uso de las
mismas. Así las cosas, por sustracción de materia la Corte no se pronunciará sobre la
exequibilidad de la disposición acusada.

ARTICULO 80. <Aparte tachado declarado INEXEQUIBLE> Durante el primer mes de cada
año calendario, los establecimientos de crédito enviarán a todos sus deudores de créditos
individuales hipotecarios para vivienda una información clara y comprensible, que incluya como
mínimo una proyección de lo que serían los intereses a pagar en el próximo año, el monto de los
mismos que se capitalizarían y los que se cobrarán con las cuotas mensuales en el mismo
período, todo ello de confomidad con las instrucciones que anualmente imparta la
Superintendencia Bancaria.
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Corte Constitucional:

- Aparte tachado declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-384-00 de 5 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro Naranjo Mesa.

Dicha proyeccción se acompañará de los supuestos que se tuvieron en cuenta para efectuarla y en
ella se indicará de manera expresa, que los cambios en tales supuestos, implicarán
necesariamente modificaciones en los montos proyectados.

ARTICULO 81. <Aparte tachado declarado INEXEQUIBLE> No podrán cambiarse las
condiciones originalmente pactadas en los créditos respecto de los cuales se haya recibido el
alivio previsto en el artículo 11 del Decreto 2331 de 1998, tanto en dichos créditos como en los
otorgados por el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, salvo que el deudor
expresamente por escrito así lo decida. En consecuencia, el alivio deberá reflejarse en las cuotas,
salvo que el deudor expresamente y por escrito renuncie a tal disminución, a cambio de una
menor capitalización de intereses o de una reducción del plazo.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional:

- Aparte tachado declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-384-00 de 5 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro Naranjo Mesa.

Los créditos que se hubieren reestructurado en condiciones diferentes, deberán ser reliquidados
por los respectivos establecimientos de manera tal que en la cuota mensual se refleje el alivio a
que hace referencia el inciso anterior.

ARTICULO 82. El inciso 2o. del artículo 11 del Decreto 2331 de 1998, quedará así:

Las condiciones de los créditos que se otorguen con cargo a la línea serán establecidas por la
junta directiva del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras y, en todo caso, tendrán un
plazo máximo igual al que falte para la cancelación del crédito hipotecario contratado con el
establecimiento de crédito y su amortización se efectuará en las mismas condiciones en que deba
cancelarse la obligación con la respectiva entidad financiera.

ARTICULO 83. En cualquier momento, los créditos hipotecarios para vivienda podrán ser
cedidos, a petición del deudor, a favor de otra entidad financiera.

Para tal efecto, los establecimientos de crédito autorizarán, en un plazo no mayor de diez (10)
días hábiles, la cesión del crédito y sus garantías, una vez el deudor entregue la oferta vinculante
del nuevo acreedor.

Así mismo, los deudores de créditos hipotecarios para vivienda podrán, en cualquier momento y
durante la vida del crédito, realizar abonos extraordinarios a capital, en cualquier cuantía y su
monto deberá ser aplicado inmediatamente al saldo de la deuda, pudiendo cancelar
anticipadamente la totalidad de la deuda, sin que haya lugar a exigir preavisos o aplicar sanciones
o multas por razón de dicho abono o prepago.

ARTICULO 84. Se consideran actos sin cuantía, para efectos de determinar el valor de los
derechos notariales y registrales, así como el impuesto de registro y anotación, la cesión de
créditos hipotecarios individuales y sus garantías, otorgados para adquisición de vivienda de
interés social.

ARTICULO 85. TRANSITORIO. Los deudores de créditos individuales hipotecarios
otorgados para la financiación de vivienda que hayan entregado sus bienes en dación en pago,
tendrán derecho preferencial en igualdad de condiciones para readquirirlos, siempre que no
hayan sido enajenados por los establecimientos de crédito. En tal caso, los deudores podrán
solicitar créditos dentro del sistema de financiación de vivienda de largo plazo a que se refiere el
presente capítulo.

PARAGRAFO. Los beneficiarios de subsidio de vivienda que habiendo perdido la misma por
imposibilidad de pago, relacionada con el incremento de las cuotas y los saldos por la
vinculación del UPAC al DTF, podrán obtener de nuevo el subsidio de vivienda, por una nueva y
única vez, previa solicitud a las instituciones encargadas de su asignación.



ARTICULO 86. Cuando se entreguen bienes en dación en pago de créditos hipotecarios a los
establecimientos de crédito acreedores, se tomará como base del valor de los inmuebles el que
sea mayor entre el último avalúo comercial vigente, siempre que se hubiere practicado dentro del
año anterior a la fecha de la dación, y el valor registrado en los libros del establecimiento de
crédito para determinar el valor de las garantías, de conformidad con las instrucciones que para el
efecto imparta la Superintendencia Bancaria.

En todo caso, los avalúos comerciales que sirvan de sustento, tanto para el otorgamiento del
crédito como para el perfeccionamiento de las daciones en pago, deberán ser realizados por
personas que no tengan vinculación directa o indirecta con el respectivo establecimiento de
crédito, o parentesco dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y único
civil con los directores y administradores del mismo. Además se tratará de personas que gocen de
comprobada idoneidad profesional, solvencia moral, experiencia e independencia.

ARTICULO 87. DEFINICION Y EJECUCION ARBITRAL. Al celebrar los contratos de
crédito hipotecario y los de emisión de títulos de crédito hipotecario o en cualquier momento
durante la vigencia de los mismos, las partes podrán convenir en que la definición de las
diferencias surgidas de los contratos o de los títulos, y la ejecución de las obligaciones que en
ellos constan, incluyendo el remate y venta de los bienes o su restitución forzosa, se confiará a la
decisión de un árbitro, en los términos de los artículos siguientes.
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